
I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
15818 Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de creación y crecimiento de empresas.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la 

siguiente ley.

PREÁMBULO

I

La creación de empresas y su crecimiento tienen un papel fundamental en el proceso 
de crecimiento económico y en el aumento de la productividad, aportando valor añadido 
a todos los sectores de la economía. El aumento del tamaño empresarial y el impulso al 
emprendimiento vienen siendo señalados por los diferentes estudios como uno de los 
factores claves para aumentar el crecimiento potencial de España y reducir la intensidad 
de las fluctuaciones cíclicas, reforzando el tejido económico y social y la resiliencia a 
largo plazo del país. En este contexto, el presente Proyecto tiene por objeto mejorar el 
clima de negocios, impulsar el emprendimiento y fomentar el aumento del tamaño 
empresarial, así como el despliegue de redes de colaboración e interacción.

La investigación económica y la experiencia comparada destacan que la dinámica 
empresarial es un factor determinante para un buen desempeño económico en términos 
de eficiencia, de productividad y de internacionalización. Dentro de este proceso 
evolutivo, las dos fases más críticas son el nacimiento y el crecimiento de las empresas. 
Una de las debilidades estructurales de la economía española está relacionada con los 
costes aparejados a la creación de nuevas empresas y con los obstáculos y 
desincentivos a los que se enfrentan las pequeñas y medianas empresas para crecer. 
Entre estos obstáculos para crecer se encuentran barreras regulatorias y administrativas, 
fallos en el mercado único o la existencia de malas prácticas en el pago a proveedores. 
Estas últimas resultan particularmente onerosas para las pequeñas y medianas 
empresas (pyme), que sufren la presión sobre su liquidez y sobre su capacidad para 
hacer crecer su negocio.

Los estudios académicos alertan del riesgo que supone la falta de liquidez para las 
pequeñas empresas: Cuanto más pequeña es su estructura, más sensibles se muestran 
a los problemas económicos y financieros, lo que las condena, en muchos casos, a su 
desaparición. Un menor tamaño se traduce en menor capacidad para financiarse y para 
resistir tensiones de tesorería; por tanto, los efectos de la morosidad se hacen más 
evidentes para las pequeñas empresas que para las empresas más grandes. La 
incertidumbre que genera esta situación también condiciona su capacidad de crecimiento 
y de generar empleo estable y de calidad.

El objetivo de esta ley no es el aumento del tamaño empresarial per se, ya que este 
depende de la interacción entre el empresario y la respuesta del mercado sino, por un 
lado, facilitar la creación de nuevas empresas y, por otro, reducir las trabas a las que se 
enfrentan en su crecimiento, ya sean de origen regulatorio o financiero para lograr con 
ello un incremento de la competencia en beneficio de los consumidores, de la 
productividad de nuestro tejido productivo, de la resiliencia de nuestras empresas y de la 
capacidad para crear empleos de calidad.
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la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera, apliquen adecuadamente la metodología de cálculo del 
periodo medio de pago a proveedores determinada por el Ministerio de Hacienda y 
Función Pública. Dicha resolución requerirá informe previo a su aprobación por 
parte del Ministerio de Hacienda y Función Pública.»

Artículo 10. Modificación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero 
de 2014.

La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, queda modificada en los 
siguientes términos:

Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 216, que queda redactado como sigue:
«4. El contratista deberá abonar las facturas en el plazo fijado de 

conformidad con lo previsto en el apartado 2. En caso de demora en el pago, el 
subcontratista o el suministrador tendrá derecho al cobro de los intereses de 
demora y la indemnización por los costes de cobro en los términos previstos en la 
Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra 
la morosidad en las operaciones comerciales.

Asimismo, en los contratos sujetos a regulación armonizada y, además, en 
aquellos cuyo valor estimado sea igual o superior a dos millones de euros, cuando 
el subcontratista o suministrador ejercite frente al contratista principal, en sede 
judicial o arbitral, acciones dirigidas al abono de las facturas una vez excedido el 
plazo fijado según lo previsto en el apartado 2, el órgano de contratación, sin 
perjuicio de que siga desplegando todos sus efectos, procederá a la retención 
provisional de la garantía definitiva la cual no podrá ser devuelta hasta el momento 
en que el contratista acredite la íntegra satisfacción de los derechos declarados en 
la resolución judicial o arbitral firme que ponga término al litigio, y siempre que se 
cumplan las condiciones establecidas en el artículo 111 de la presente ley.»

Dos. Se modifica el artículo 217, con la siguiente redacción:

«Artículo 217. Comprobación de los pagos a los subcontratistas o 
suministradores.

1. Las Administraciones Públicas y demás entes públicos contratantes 
podrán comprobar el estricto cumplimiento de los pagos que los contratistas 
adjudicatarios de los contratos públicos, calificados como tales en el artículo 12, 
han de hacer a todos los subcontratistas o suministradores que participen en los 
mismos.

En tal caso, los contratistas adjudicatarios remitirán al ente público contratante, 
cuando este lo solicite, relación detallada de aquellos subcontratistas o 
suministradores que participen en el contrato cuando se perfeccione su 
participación, junto con aquellas condiciones de subcontratación o suministro de 
cada uno de ellos que guarden una relación directa con el plazo de pago. 
Asimismo, deberán aportar a solicitud del ente público contratante justificante de 
cumplimiento de los pagos a aquellos una vez terminada la prestación dentro de 
los plazos de pago legalmente establecidos en el artículo 216 y en la Ley 3/2004, 
de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la 
morosidad en las operaciones comerciales en lo que le sea de aplicación. Estas 
obligaciones, que en todo caso se incluirán en los anuncios de licitación y en los 
correspondientes pliegos de condiciones o en los contratos, se consideran 
condiciones especiales de ejecución, cuyo incumplimiento, además de las 
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consecuencias previstas por el ordenamiento jurídico, permitirá la imposición de 
las penalidades que a tal efecto se contengan en los pliegos, respondiendo la 
garantía definitiva de las penalidades que se impongan por este motivo.

2. Las actuaciones de comprobación y de imposición de penalidades por el 
incumplimiento previstas en el apartado 1, serán obligatorias para las 
Administraciones Públicas y demás entes públicos contratantes, en los contratos 
de obras y en los contratos de servicios cuyo valor estimado supere los 5 millones 
de euros y en los que el importe de la subcontratación sea igual o superior al 30 
por ciento del precio del contrato, en relación a los pagos a subcontratistas que 
hayan asumido contractualmente con el contratista principal el compromiso de 
realizar determinadas partes o unidades de obra. A tales efectos, en estos 
contratos el contratista deberá aportar en cada certificación de obra, certificado de 
los pagos a los subcontratistas del contrato.

Mediante Orden del Ministro de Hacienda y Función Pública, a propuesta de la 
Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación, previo 
informe de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, podrá 
ampliarse el ámbito de los contratos en los que estas actuaciones de 
comprobación e imposición de penalidades previstas en el apartado 1 sean 
obligatorias.

3. Sin perjuicio de lo previsto en los apartados anteriores, procederá en todo 
caso la imposición de penalidades al contratista cuando, mediante resolución 
judicial o arbitral firme aportada por el subcontratista o por el suministrador al 
órgano de contratación quedara acreditado el impago por el contratista a un 
subcontratista o suministrador vinculado a la ejecución del contrato en los plazos 
previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, y que dicha demora en el pago no 
viene motivada por el incumplimiento de alguna de las obligaciones contractuales 
asumidas por el subcontratista o por el suministrador en la ejecución de la 
prestación. La penalidad podrá alcanzar hasta el cinco por ciento del precio del 
contrato, y podrá reiterarse cada mes mientras persista el impago hasta alcanzar 
el límite conjunto del 50 por ciento de dicho precio. La garantía definitiva 
responderá de las penalidades que se impongan por este motivo.»

Artículo 11. Modificación de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones.

La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, queda modificada 
en los siguientes términos:

Uno. Se introduce un nuevo apartado 3 bis al artículo 13, con la siguiente 
redacción:

«3 bis. Para subvenciones de importe superior a 30.000 euros, cuando los 
solicitantes sean únicamente sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de la 
Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra 
la morosidad en las operaciones comerciales, no podrán obtener la condición de 
beneficiario o entidad colaboradora las empresas que incumplan los plazos de 
pago previstos en la citada ley.

Esta circunstancia se acreditará por parte de las sociedades que, de acuerdo 
con la normativa contable, puedan presentar cuenta de pérdidas y ganancias 
abreviada, de conformidad con lo previsto en el artículo 26 del Reglamento de esta 
ley. Para las sociedades que, de acuerdo con la normativa contable, no puedan 
presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada se establece la necesidad de 
acreditar el cumplimiento de los plazos legales de pago mediante certificación, 
emitida por auditor inscrito en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas, que 
atenderá al plazo efectivo de los pagos de la empresa cliente con independencia 
de cualquier financiación para el cobro anticipado de la empresa proveedora.»
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